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	Condenan a una compañía por ser demasiado "rígida" al aplicar la ley
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Para la Justicia, despedir a una empleada que no informó oportunamente su período de excedencia es considerado una aplicación demasiado rigurosa de la ley
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La Ley de Contrato de Trabajo ofrece una suerte de protección a las mujeres ante situaciones especiales tales como el embarazo, casamiento, entre otros motivos que dan lugar al otorgamiento de licencias por estos conceptos. El objetivo es evitar que sean discriminadas al punto que existen convenios internacionales que ahora tienen jerarquía constitucional a estos fines.

Sin embargo, esto contrasta con la inseguridad jurídica y la cantidad de fallos contradictorios que redundan en que muchas empresas sean condenadas incluso intentando hacer lo que la ley les impone.

De hecho, hace pocos días la Cámara laboral condenó a una compañía y la obligó a resarcir a una mujer que no comunicó en tiempo y forma que se acogería al período de excedencia; luego de haber dado a luz a su hijo. Como la Justicia consideró que la firma fue excesivamente rígida al aplicar la ley, hizo lugar al pedido de la empleada y ahora ella recibirá una indemnización agravada.

Rigorismo
Todo comenzó cuando la mujer terminó el plazo de lactancia de 90 días previsto por ley. El día que debía presentarse a brindar sus servicios, la empleada no lo hizo ni comunicó que tomaría el período de excedencia.

En ese contexto, la empresa entendió que la trabajadora no pretendía continuar con el vínculo laboral por lo que decidió despedirla sin causa.

Entonces, la empleada se presentó ante los tribunales para solicitar las indemnizaciones correspondientes al despido sin causa ya que desde su punto de vista podía acogerse al beneficio de excedencia ya que tenía la antigüedad de un año prevista en la LCT. También destacó que el empleador, antes de extinguir la relación laboral, debió haberla intimado una vez vencido el plazo de licencia de tres meses para que la dependiente aclare su situación laboral.

El juez de primera instancia rechazó la demanda y le dio la razón a la firma, por lo que la decisión fue apelada por la empleada.

Los camaristas indicaron que en el intercambio telegráfico, la empresa reconoció expresamente que la actora estaba en condiciones de gozar de dicho beneficio. En base a este hecho, señalaron que si bien era cierto que la empleada no cumplió con la comunicación de que se tomaría el período de licencia, entendieron que constituye “un excesivo rigorismo formal entender que la falta de dicha comunicación en el plazo de 48 horas anterior a la fecha del reingreso, implique la intención de la dependiente de no reincorporarse al trabajo y de optar por extinguir el vínculo”.

Destacaron que, en el caso bajo análisis, se encontraba en juego una garantía de rango constitucional, como lo es la tutela de la mujer embarazada, según lo dispuesto por la Constitución Nacional y diversos tratados internacionales; por lo que el artículo 186 LCT debe ser interpretado en forma armónica con las demás normas. Por este motivo, destacaron que se recepta el principio de continuidad de la relación laboral, y ante la duda, las situaciones deben resolverse a favor de la continuidad o subsistencia del contrato.

Es decir, para los magistrados, por el principio de buena fe, el empleador debió haber cursado al menos una intimación previa a la entonces dependiente, a fin de que manifestara si decidía continuar o no con el contrato de trabajo. Por lo tanto, la decisión de terminar con la relación laboral por parte de la empresa resultó apresurada y, por ello, incurrió en despido injustificado.

Indemnización agravada
Los jueces del caso “Vecchio Andrea Paula c/ Directores Dime S.A. s/ despido” (ver fallo provisto por elDia.com) estimaron que el despido se debió al embarazo, por lo que debía hacerse lugar al pedido de la empleada de percibir una indemnización agravada. Esto implica que al resarcimiento deben sumársele 12 sueldos.

Sin embargo, desestimaron la multa de tres sueldos previstos por el artículo 80 de la LCT porque, “más allá de las deficiencias en cuanto a los plazos en que se produjeron las intimaciones respectivas, lo cierto es que en la notificación del despido la demandada puso a disposición los certificados previstos”.

Por todo concepto, la trabajadora percibió 25.586,02 pesos.

Para Héctor Alejandro García, socio de García, Pérez Boiani & Asociados, el pronunciamiento fue desproporcionado porque no prevaleció “el equilibrio y razonabilidad para juzgar el accionar de ambas partes del contrato de trabajo”.

En tanto, el especialista criticó la sentencia porque “cuestionó el accionar empresario por excesivamente riguroso, pero no tuvo en cuenta que las obligaciones y deberes comprometidos son "recíprocos"; es decir, para ser observados por ambas partes y no sólo por la empresa”.

Finalmente reflexionó sobre si la trabajadora tuvo vocación por la subsistencia del el contrato de trabajo "ya que no se presentó a laborar, vencida la excedencia por ella solicitada" y si era posible sostener que ella actuó de buena fe "cuando ni siquiera se presentó a trabajar dos días después haber culminado la excedencia".

Licencias
“La Ley de Contrato de Trabajo impone que la empleada informe en forma fehaciente dentro de las 48 horas anteriores a la finalización de la licencia normal por embarazo si va a volver a trabajar o a tomarse el período de excedencia. Caso contrario se entenderá que rescinde el contrato y que solicita la indemnización especial para la mujer que no retoma tareas”, explicaron Juan Carlos Cerutti y Gustavo Unamuno, miembros de la Asociación Argentina de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social e integrantes del Estudio Andino & Dorato.

“El empleador se ajustó a lo que dice la normativa y no debería de haber sido condenado en la forma que llamativamente establece el fallo que va más allá de lo que la ley protege a la mujer”, señalaron los especialistas.

Cerutti y Unamuno dijeron que “el fallo es un tanto discutible ya que el empleador cumplió a rajatabla lo que dice la Ley de Contrato de Trabajo, por lo que no se tiene en claro el por qué de la condena" e indicaron que "la defensa de la compañía podría plantear un recurso ante la Corte Suprema por ser arbitraria la sentencia y otro porque hay contradicción entre salas de la misma Cámara que han resuelto en sentido opuesto”.

Luego explicaron que la Ley de Contrato de Trabajo contiene una serie de normas que protegen a la mujer de ser discriminada tanto en el embarazo como luego del alumbramiento y en el casamiento, y que los convenios internacionales ahora tienen jerarquía constitucional para evitar este tipo de discriminación.

Para evitar ser sancionados, como la empresa del caso bajo análisis, los empleadores “deben comportarse de acuerdo a lo que establece la ley y defenderse hasta llegar al máximo tribunal cuando se ven avasallados los derechos de las mismas, ya que en el contrato de trabajo existen dos partes y más allá de la diferencia de poder que tienen, también las normas son claras y protectoras del empleado, por lo que la firma no incurrió, en principio, en ningún avasallamiento de derechos y no debió ser condenada”, concluyeron los integrantes del Estudio Andino & Dorato.
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